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Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario Judicial 

de la Federación, en: https://sjf.scjn.gob.mx/SJFHome/Index.html  
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación, sistematización y difusión de los 

criterios obligatorios y relevantes emitidos por los órganos competentes del Poder Judicial de la Federación, 

a través de la publicación semanal de tesis jurisprudenciales, tesis aisladas y sentencias en la página de 

Internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

 

Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 

 
 

ABRIL 
 
 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024372  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 01 de abril de 2022 10:05 h  

Materia(s): (Administrativa, Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 18/2022 (11a.)  
 
COORDINACIÓN FISCAL. EL SISTEMA NORMATIVO INTEGRADO POR LOS ARTÍCULOS 10-C Y 10-D 
DE LA LEY RELATIVA NO INVADE LA COMPETENCIA DE LA FEDERACIÓN PARA LEGISLAR Y 
ESTABLECER TRIBUTOS SOBRE BIENES CUYA ENAJENACIÓN ESTÉ GRAVADA POR LA LEY DEL 
IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. 
 
Hechos: Una persona moral promovió juicio de amparo indirecto en el cual reclamó la 
inconstitucionalidad del sistema normativo integrado por los artículos 10-C y 10-D de la Ley de 
Coordinación Fiscal y 164 Bis a 164 Bis 6 del Código Fiscal de la Ciudad de México, entre otros, por 
estimar que dichas normas invaden la competencia del Congreso de la Unión para legislar en materia 
tributaria, pues se permite establecer un tributo local sobre ciertos bienes que son gravados por el 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
sistema normativo integrado por los artículos 10-C y 10-D de la Ley de Coordinación Fiscal, no invade 
la competencia de las autoridades federales para legislar en materia tributaria. 
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Justificación: El sistema competencial en materia tributaria previsto en la Constitución Federal 
establece un sistema de competencias exclusivas para la Federación (artículo 73, fracción XXIX) y 
para los Municipios (artículo 115, fracción IV), pero en forma simultánea se reconoce la existencia 
de un sistema concurrente en materia tributaria, en el cual las entidades federativas están en 
posibilidad de establecer impuestos en aquellas materias en las que no exista una potestad exclusiva 
de algún otro nivel u órgano de gobierno y siempre que se cumplan las condiciones legales 
correspondientes. El hecho de que el artículo 10-C de la Ley de Coordinación Fiscal establezca los 
requisitos que debe contener el tributo local creado con base en esa norma con relación a la venta 
o consumo final de los bienes cuya enajenación se encuentre gravada por la Ley del Impuesto 
Especial sobre Producción y Servicios, no implica una transgresión a la competencia de la Federación 
en materia impositiva, porque constitucionalmente se prevé un esquema conforme al cual las 
Legislaturas Locales cuentan con facultades para establecer normas generales en las materias 
concurrentes con la Federación (si en ejercicio de su soberanía así lo estiman adecuado), pero sin 
que se permita que recaigan sobre el mismo objeto tributario, pues el hecho imponible en la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios es la enajenación, en general, en tanto que la 
facultad prevista en el artículo 10-C de la Ley de Coordinación Fiscal no está referida a cualquier 
enajenación, sino sólo a la venta o consumo final, lo que genera que el objeto no sea igual y, por 
ende, que tampoco lo sean los contribuyentes; lo anterior, al margen de que el impuesto local incida 
sobre la misma fuente del impuesto especial regulado por la Federación, pues se trata de bienes 
cuya naturaleza permite ser gravada en forma simultánea por diversos tributos, pero desde 
perspectivas diferentes. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo en revisión 371/2021. Comercial City Fresko, S. de R.L. de C.V. 2 de febrero de 2022. Cinco 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier 
Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto 
Araiza Arreygue. 
 
Tesis de jurisprudencia 18/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de dieciséis de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 01 de abril de 2022 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 04 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024468  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de abril de 2022 10:12 h  

Materia(s): (Administrativa, Común)  

Tesis: 2a./J. 14/2022 (11a.)  
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RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 58, FRACCIÓN II, INCISO A), NUMERAL 3, DE LA 
LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. DEBE AGOTARSE 
PREVIAMENTE A PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO CUANDO SE RECLAME EL INCUMPLIMIENTO 
DE UNA SENTENCIA DE NULIDAD DICTADA POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
ADMINISTRATIVA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes adoptaron posturas discrepantes 
sobre un mismo punto de derecho, dado que frente al reclamo de la omisión de cumplimiento de 
una sentencia de nulidad, uno de ellos sostuvo que constituye un presupuesto de procedencia para 
el juicio de amparo que previamente se interponga el recurso de queja regulado en el artículo 58, 
fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
mientras que el otro estableció que se trata de una instancia optativa, por lo que el afectado puede 
acudir de manera inmediata al juicio constitucional. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, 
previamente a promover el juicio de amparo indirecto para reclamar la omisión de cumplir una 
sentencia de nulidad dictada por el Tribunal Federal de Justicia Administrativa, el particular debe 
necesariamente interponer el recurso de queja que establece el artículo 58, fracción II, inciso a), 
numeral 3, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 
 
Justificación: El indicado recurso de queja constituye el medio de defensa previsto expresamente 
por el legislador para combatir la omisión de cumplimiento de una sentencia de nulidad y, más aún, 
constituye una instancia apta para lograr su reparación o modificación, pues prevé mecanismos 
consistentes con esa finalidad y adecuados para lograrla a cargo del propio Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa, como son la revisión de la actitud desplegada por la autoridad en relación 
con ese cumplimiento, la posibilidad de fijar los alcances precisos de la declaración de nulidad e, 
incluso, la de resolver que existe imposibilidad para ejecutar el fallo y que, por ende, procede el 
cumplimiento sustituto, además de la aplicación de multas sucesivas en caso de contumacia y la 
comunicación de ésta al superior jerárquico del servidor público involucrado y a la contraloría 
interna que le corresponda. De ahí que, en términos del artículo 61, fracción XX, de la Ley de 
Amparo, ese medio ordinario de defensa debe ser agotado, sobre todo porque no se configura 
alguna de las hipótesis de excepción al principio de definitividad que rige al juicio constitucional, 
puesto que el acto reclamado no es de aquellos que puedan carecer de fundamentación, no conlleva 
violaciones directas a la Constitución Federal, el recurso de queja se encuentra previsto en la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y forma parte de un juicio que prevé la figura 
de la suspensión con los mismos alcances y sin mayores plazos o requisitos que los que al respecto 
prevé la Ley de Amparo. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de tesis 306/2021. Entre las sustentadas por el Séptimo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito y el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito. 
9 de febrero de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, 
Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Iveth López Vergara. 
 
Tesis y criterio contendientes: 



 

4 
 

 
El Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 17/2019, 
la cual dio origen a la tesis de jurisprudencia PC.I.A. J/168 A (10a.), de rubro: "RECURSO DE QUEJA 
PREVISTO EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 58 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SU INTERPOSICIÓN ES OPTATIVA ANTES DE ACUDIR AL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 18 de junio 
de 2021 a las 10:24 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, 
Libro 2, Tomo V, junio de 2021, página 4520, con número de registro digital: 2023272; y, 
 
El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver la queja 403/2019. 
 
Tesis de jurisprudencia 14/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de dos de marzo de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2022 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024448  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de abril de 2022 10:12 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 2a./J. 13/2022 (11a.)  
 
INEXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO. LA CAUSA DE SOBRESEIMIENTO PREVISTA EN LA FRACCIÓN 
IV DEL ARTÍCULO 63 DE LA LEY DE AMPARO, ES DE ESTUDIO PREFERENTE SOBRE LA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL DIVERSO 61, FRACCIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 
5o., FRACCIÓN II, DE LA MISMA LEGISLACIÓN. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron qué causal de 
sobreseimiento es de estudio preferente, si la relativa a la inexistencia del acto reclamado prevista 
en la fracción IV del artículo 63 de la Ley de Amparo, o la contenida en el mismo precepto, pero en 
la fracción V, con relación a los diversos 61, fracción XXIII, 1o. y 5o., fracción II, de la citada 
legislación, referente al carácter de autoridad para efectos del juicio de amparo. Así, uno de ellos 
concluyó que en caso de acreditarse la inexistencia del acto reclamado, debe proceder el 
sobreseimiento del juicio sin analizar si asiste o no la calidad de responsable a la autoridad señalada 
como tal, mientras que los otros órganos jurisdiccionales indicaron que debe privilegiarse el estudio 
de tal calidad, sobre la existencia del acto reclamado. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación concluye que cuando 
se resuelve el juicio en audiencia constitucional, es de estudio preferente la causal de 
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sobreseimiento contenida en la fracción IV del artículo 63 de la Ley de Amparo, relativa a la 
inexistencia del acto reclamado, sobre la diversa causa de improcedencia contenida en la fracción V 
del mismo precepto, con relación a los diversos 61, fracción XXIII y 5o., fracción II, de la misma ley, 
referente a si le asiste el carácter de responsable a la autoridad señalada como tal para efectos del 
juicio de amparo. 
 
Justificación: Conforme a los artículos 5o., fracción II, y 61, fracción XXIII, de la Ley de Amparo, para 
determinar si a una autoridad le asiste el carácter de responsable para efectos del juicio de amparo, 
debe analizarse la relación existente entre ella y el quejoso en función del acto que se le atribuye, 
de manera que si no existe el acto reclamado, no podrá realizarse dicho examen, puesto que la 
afirmación del promovente realizada en la demanda sobre su existencia, fue desvirtuada durante la 
tramitación del sumario. Por ende, la existencia del acto reclamado es una cuestión de análisis 
previo cuyo pronunciamiento permite estudiar las causales de improcedencia, así como los aspectos 
de fondo de la controversia, por lo que al dictar sentencia debe privilegiarse el análisis de la causal 
de sobreseimiento prevista en la fracción IV del artículo 63 de la Ley de Amparo, pues sólo en caso 
de acreditarse la existencia del acto reclamado, se podrá emprender el análisis de las causales de 
improcedencia, entre ellas, la relativa a si le asiste el carácter de responsable a la autoridad señalada 
como tal, con base en las constancias procesales que obren en autos. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de tesis 311/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero en 
Materia Administrativa del Sexto Circuito, Primero en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer 
Circuito y Segundo del Décimo Séptimo Circuito. 2 de febrero de 2022. Cinco votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín 
Esquivel Mossa. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Fanuel Martínez López. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, al resolver los amparos 
en revisión 540/2016, 68/2017, 282/2018, 315/2018 y 338/2018, los cuales dieron origen a la tesis 
de jurisprudencia VI.1o.A. J/20 (10a.), de título y subtítulo: "RESPONSABLE QUE NO ES AUTORIDAD 
PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO E INEXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO. PREFERENCIA DE 
LA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA ATINENTE A LA RESPONSABLE SOBRE LA DEL ACTO RECLAMADO 
INEXISTENTE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 5 de julio de 2019 a 
las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 68, Tomo 
III, julio de 2019, página 2086, con número de registro digital: 2020279; y, 
 
El Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Tercer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 280/2019, el cual dio origen a la tesis aislada XIII.1o.P.T.8 K (10a.), de título y 
subtítulo: "IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO POR NO SER AUTORIDAD RESPONSABLE. POR 
TÉCNICA JURÍDICA, SU ANÁLISIS DE OFICIO POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN EL 
RECURSO DE REVISIÓN ES PREFERENTE AL ESTUDIO DE SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO POR 
INEXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 7 de mayo de 2021 a las 10:12 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Undécima Época, Libro 1, Tomo III, mayo de 2021, página 2477, con número de registro digital: 
2023075; y, 
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El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo 
en revisión 9/2021. 
 
Tesis de jurisprudencia 13/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de veintitrés de febrero de dos mil veintidós.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2022 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024419  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de abril de 2022 10:12 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: 2a./J. 16/2022 (11a.)  
 
COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS JUICIOS LABORALES SUSCITADOS ENTRE UNA 
INSTITUCIÓN DE ASISTENCIA PRIVADA Y SUS TRABAJADORES. CORRESPONDE A LOS TRIBUNALES 
DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS DE LA MATERIA. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes resolvieron conflictos competenciales 
para determinar a qué autoridad laboral correspondía conocer respecto de diversos juicios laborales 
presentados entre instituciones de asistencia privada y sus trabajadores, pues mientras uno sostuvo 
que se actualizaba la competencia a favor de los tribunales locales, el otro consideró competentes 
a las autoridades federales. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, 
atendiendo a sus particularidades, las instituciones de asistencia privada no pueden ser 
equiparables a las instituciones que prestan servicios de banca y crédito, por lo que no se actualiza 
el supuesto de excepción de competencia de las autoridades de las entidades federativas 
establecido en el artículo 123, apartado A, fracción XXXI, inciso a), numeral 22, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y, en consecuencia, corresponde a los tribunales laborales 
de las entidades federativas conocer de los juicios laborales que se susciten entre las instituciones 
de asistencia privada y sus trabajadores. 
 
Justificación: El artículo 123, apartado A, fracción XXXI, inciso a), numeral 22, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, dispone que la aplicación de las leyes del trabajo 
corresponde a las autoridades de las entidades federativas, de sus respectivas jurisdicciones, pero 
es de la competencia exclusiva de las autoridades federales en los asuntos relativos a servicios de 
banca y crédito. Este servicio consiste en la captación de recursos de la población en el mercado 
nacional para su colocación en el público, aunado a que dicho servicio sólo puede prestarse por 
instituciones de crédito, a saber, las instituciones de banca múltiple y las instituciones de banca de 
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desarrollo. Las primeras, para su operación requieren autorización del Gobierno Federal, de la 
Comisión Nacional Bancaria y de Valores (CNBV), previo acuerdo de su Junta de Gobierno y opinión 
favorable del Banco de México (Banxico); y las segundas son entidades de la administración pública 
federal, constituidas con el carácter de sociedades nacionales de crédito. Mientras que las 
instituciones de asistencia privada se caracterizan por ser entidades con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, sin propósito de lucro que, con bienes de propiedad particular ejecutan actos de 
asistencia social sin designar individualmente a los beneficiarios. Por ende, en tanto la naturaleza y 
las actividades de las instituciones de asistencia privada no se ubican en el marco de los servicios de 
banca y crédito, corresponde a los tribunales laborales de las entidades federativas conocer de los 
juicios suscitados entre dichas instituciones asistenciales y sus trabajadores. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de tesis 335/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del 
Séptimo Circuito y Segundo del Décimo Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 16 de febrero de 
2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz 
Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: 
Alejandro Félix González Pérez. 
 
Criterios contendientes: 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 78/2019, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Circuito, al resolver el conflicto competencial 22/2021. 
 
Nota: De la sentencia que recayó al conflicto competencial 78/2019, resuelto por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, derivó la tesis aislada VII.2o.T.278 L 
(10a.), de título y subtítulo: "COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS JUICIOS LABORALES 
SUSCITADOS ENTRE UNA INSTITUCIÓN DE ASISTENCIA PRIVADA Y SUS TRABAJADORES. 
CORRESPONDE A LA JUNTA FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 75, Tomo III, febrero de 2020, página 2286, 
con número de registro digital: 2021647. 
 
Tesis de jurisprudencia 16/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del nueve de marzo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de abril de 2022 a las 10:12 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024513  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
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Publicación: viernes 22 de abril de 2022 10:26 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 22/2022 (11a.)  
 
RESCISIÓN DEL CONTRATO DE ENGANCHE A SOLDADOS Y CABOS. EL ARTÍCULO 43, FRACCIÓN III, 
DEL REGLAMENTO DE RECLUTAMIENTO DE PERSONAL PARA EL EJÉRCITO Y FUERZA AÉREA 
MEXICANOS, QUE PREVÉ QUE LA ÚNICA FORMA DE NOTIFICAR EL INICIO DEL PROCEDIMIENTO 
SERÁ MEDIANTE LA PUBLICACIÓN EN LA ORDEN GENERAL DE LA PLAZA DE MÉXICO, VIOLA EL 
DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
 
Hechos: A un soldado le fue rescindido el Contrato de Enganche por haber faltado 
injustificadamente durante 72 horas consecutivas a la Unidad, Dependencia o Instalación en donde 
prestaba sus servicios. En vía de amparo el quejoso cuestionó la constitucionalidad del artículo 43, 
fracción III, del Reglamento de Reclutamiento de Personal para el Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, 
por estimar que lesiona su derecho de defensa, al establecer que la notificación del inicio del 
procedimiento donde se revisa si procede la rescisión por la falta injustificada se realice únicamente 
a través de un medio de comunicación oficial denominado Orden General de la plaza de México, 
anulando la posibilidad de que se le notifique personalmente tal acto decisivo. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 43, fracción III (en relación con las fracciones II del propio artículo y IX del diverso 42), del 
Reglamento de Reclutamiento de Personal para el Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos, viola el 
derecho fundamental de acceso a la justicia previsto en el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, pues prevé que la forma de notificar al quejoso sea sólo a través de 
un medio de divulgación institucional denominado Orden General de la plaza de México, sin 
distinción de supuestos fácticos y sin mediar ningún emplazamiento personal. 
 
Justificación: La norma referida resulta inconstitucional en tanto que: a) presupone que en todos 
los casos en que un soldado se ausenta durante 72 horas es de forma voluntaria y que éste 
permanece separado de la vida castrense bajo esas mismas circunstancias (ilocalizable), dejando 
fuera una multiplicidad de supuestos; y, b) desconoce la trascendencia del procedimiento y las 
acciones que detona la notificación inicial (posibilidad de presentar alegatos y pruebas), con lo cual 
fija como única regla de comunicación aquella que no permite garantizar que el soldado o cabo 
podrá ejercer su derecho de audiencia. Por tanto, el hecho de que no se intente un método de 
notificación personal, previo al llamamiento a través de la Orden General de la plaza de México, 
convierte al procedimiento para determinar la procedencia o no de la rescisión del Contrato de 
Enganche en un mecanismo sumario de rescisión, donde se nulifica por completo el derecho de 
acceso a la justicia que asiste a toda persona. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo en revisión 389/2020. José Alfredo Núñez Yépez. 2 de junio de 2021. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: 
Roberto Negrete Romero. 
 
Tesis de jurisprudencia 22/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del seis de abril de dos mil veintidós.  
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Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2022 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024511  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 22 de abril de 2022 10:26 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 2a./J. 15/2022 (11a.)  
 
PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD EN EL AMPARO INDIRECTO. NO SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN A 
ÉSTE CUANDO SE RECLAMA LA APLICACIÓN DE LEYES DECLARADAS INCONSTITUCIONALES POR 
JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar si el hecho de que las 
autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, fundamenten sus 
actos en normas declaradas inconstitucionales por jurisprudencia de esta Suprema Corte, actualiza 
o no una excepción al principio de definitividad, llegaron a conclusiones distintas, toda vez que uno 
de ellos determinó que no se actualiza una excepción a tal principio, mientras que el otro concluyó 
que sí, pues esa circunstancia implica, por una parte, que exista una violación directa al artículo 133 
de la Constitución Federal y, por otra, que el acto carezca de fundamentación. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que no se 
actualiza una excepción al principio de definitividad, en términos del artículo 61, fracción XX, de la 
Ley de Amparo, por la sola circunstancia de que el acto reclamado se encuentre fundamentado en 
normas declaradas inconstitucionales por jurisprudencia de este Alto Tribunal. 
 
Justificación: La presencia de violaciones "directas" a la Constitución y, por ende, la posibilidad de 
que se actualice una excepción al principio de definitividad, es una cuestión enteramente 
independiente a la existencia de una jurisprudencia que determine la inconstitucionalidad de las 
normas aplicadas en perjuicio del quejoso –el criterio jurisprudencial determinará el resultado del 
análisis del tribunal, no así la "naturaleza" del reclamo–. Asimismo, el hecho de que un acto de 
autoridad se funde en normas generales declaradas inconstitucionales por jurisprudencia de esta 
Suprema Corte, tampoco actualiza la diversa excepción al referido principio, consistente en que 
"carezca de fundamentación" pues, por una parte, la emisión de la jurisprudencia no equivale a que 
tal precepto haya perdido su validez en el sistema jurídico –para ello se requiere de una declaratoria 
general de inconstitucionalidad– y, por otra, en este supuesto la persona no desconoce los 
fundamentos del actuar de la autoridad ni, por ende, se encuentra imposibilitada para accionar el 
medio de defensa ordinario conducente. Finalmente, la obligación de agotar el medio ordinario de 
defensa en estos supuestos no sólo resulta congruente con el carácter excepcional del juicio de 
amparo, sino que además no genera una carga procesal indebida u ociosa para el justiciable en 
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perjuicio del derecho humano a la justicia pronta, pues el tribunal del conocimiento –ya local, ya 
federal– se encuentra obligado a aplicar tal criterio jurisprudencial en términos del artículo 217 de 
la Ley de Amparo y, con base en éste, declarar la ilegalidad del acto al estar soportado en normas 
declaradas inconstitucionales por esta Suprema Corte. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Contradicción de tesis 212/2021. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Vigésimo Circuito y el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Tercer Circuito. 9 de febrero de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Disidente: Luis María Aguilar 
Morales, quien manifestó que formularía voto particular. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo. 
 
Tesis y criterio contendientes: 
 
El Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo en 
revisión 377/2017, el cual dio origen a la tesis aislada XX.A.1 K (10a.), de título y subtítulo: 
"DEFINITIVIDAD EN EL AMPARO INDIRECTO. SE ACTUALIZA UNA EXCEPCIÓN A DICHO PRINCIPIO 
CUANDO SE RECLAME LA APLICACIÓN DE LEYES DECLARADAS INCONSTITUCIONALES POR 
JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 23 de marzo de 2018 a las 10:26 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 52, Tomo IV, marzo de 2018, página 3354, 
con número de registro digital: 2016505; y, 
 
El sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo en revisión 45/2021. 
 
Tesis de jurisprudencia 15/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del dos de marzo de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2022 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024507  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 22 de abril de 2022 10:26 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 20/2022 (11a.)  
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PENSIÓN POR VIUDEZ PARA BENEFICIARIOS QUE SE ENCUENTRAN COMO TRABAJADORES EN 
ACTIVO. EL ARTÍCULO 6, FRACCIÓN XII, INCISO 2), DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y 
SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, QUE IMPIDE DE MANERA TOTAL EL 
DISFRUTE DE TAL DERECHO, RESULTA INCONSTITUCIONAL POR LESIONAR EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD SOCIAL. 
 
Hechos: A una persona se le negó el pago de la pensión por viudez, pues la autoridad de seguridad 
social estimó que, debido a que se encontraba desempeñando un trabajo remunerado e 
incorporado al régimen del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, no podía gozar simultáneamente del pago de la referida pensión y de las prestaciones 
derivadas de su propia situación laboral, acto que fue emitido con fundamento en los artículos 6, 
fracción XII, inciso 2), de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, y 12, fracción II, inciso c), del Reglamento para el Otorgamiento de Pensiones de los 
Trabajadores Sujetos al Régimen del Artículo Décimo Transitorio del Decreto por el que se expide la 
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado. En la primera 
instancia del juicio de amparo se concedió formalmente la protección constitucional en relación con 
ambas disposiciones, sin embargo, únicamente se realizó el estudio correspondiente respecto de la 
norma reglamentaria. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 6, fracción XII, inciso 2), de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado es inconstitucional por resultar sobreinclusivo, al establecer una limitación 
constitucionalmente inválida que restringe de manera total el acceso a una pensión por viudez por 
contar con diversos derechos de seguridad social propios. 
 
Justificación: La disposición referida, en la porción normativa que establece: "Que dichos familiares 
no tengan por sí mismos derechos propios a los seguros, prestaciones y servicios previstos en esta 
ley", es inconstitucional por su carácter sobreinclusivo, pues comprende un universo tan amplio que 
obstaculiza el ejercicio pleno de derechos de seguridad social, como el disfrute de una pensión por 
viudez de forma simultánea a las prestaciones que se originan de la situación laboral de orden 
personal. La previsión es sumamente amplia en relación con los requisitos que deben observar los 
familiares derechohabientes para el acceso a todas las prestaciones que pueden derivar de la 
relación del trabajador y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
incluyendo en su universo la incompatibilidad total de derechos propios con todos los seguros, 
prestaciones y servicios contemplados en la ley en comento. Asimismo, su inconstitucionalidad 
también deriva del estrecho vínculo que guarda con la norma reglamentaria, en donde se 
describieron y desarrollaron los supuestos de compatibilidad de las pensiones que otorga el 
Instituto en términos prácticamente idénticos, constituyendo de tal manera un sistema normativo 
que repercute negativamente en el adecuado ejercicio de los derechos propios de la seguridad 
social; máxime que el artículo 12, fracción II, inciso c), del reglamento citado, ya fue declarado 
inconstitucional por esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de 
jurisprudencia 2a./J. 129/2016 (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN POR VIUDEZ. EL ARTÍCULO 12, 
FRACCIÓN II, INCISO C), DEL REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE PENSIONES DE LOS 
TRABAJADORES SUJETOS AL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO DÉCIMO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL 
QUE SE EXPIDE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 
DEL ESTADO, VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL.". Consecuentemente, las dos situaciones 
jurídicas (el carácter de beneficiario de una pensión por viudez y las prestaciones derivadas del 
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propio empleo), son plenamente compatibles y pretenden hacer efectiva la protección del bienestar 
de los familiares del trabajador o pensionado fallecido y mejorar su nivel de vida. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo en revisión 183/2021. Gina María Villa Mucel. 10 de noviembre de 2021. Cinco votos de los 
Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, 
Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. José Fernando Franco González Salas emitió su voto 
con reservas. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete Romero. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 129/2016 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 36, Tomo II, noviembre de 2016, página 
1033, con número de registro digital: 2012981. 
 
Tesis de jurisprudencia 20/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada del seis de abril de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2022 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024488  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 22 de abril de 2022 10:26 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 2a./J. 21/2022 (11a.)  
 
BAJA DEL PERSONAL DE LA MILICIA AUXILIAR DE LA SECRETARÍA DE MARINA. EL ARTÍCULO 85, 
FRACCIÓN II, INCISO E, PRIMERA PARTE, DE LA LEY ORGÁNICA DE LA ARMADA DE MÉXICO, 
ABROGADA, QUE LA PREVÉ, ES CONSTITUCIONAL. 
 
Hechos: Una persona miembro de la milicia auxiliar, perteneciente a la Secretaría de Marina, 
concluyó el contrato que la vinculaba con tal dependencia, con lo cual se dio paso a su separación 
definitiva. En vía de amparo tal persona cuestionó la constitucionalidad del artículo 85, fracción II, 
inciso E, primera parte, de la Ley Orgánica de la Armada de México, abrogada, por estimar que 
lesiona la prerrogativa de estabilidad laboral y violenta el principio de igualdad, porque otros 
integrantes de la citada institución no pueden ser separados de la fuente de trabajo por conclusión 
del contrato respectivo. 
 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
artículo 85, fracción II, inciso E, primera parte, de la Ley Orgánica de la Armada de México, abrogada, 
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que prevé la separación definitiva del servicio activo del personal de la milicia auxiliar por 
terminación de contrato, es acorde con el artículo 123, apartado B, fracción XIII, constitucional, y 
respeta el principio de igualdad. 
 
Justificación: La mecánica de conclusión de la relación establecida entre el personal de la milicia 
auxiliar y la Secretaría de Marina prevista en la norma legal referida, tiene su fundamento 
constitucional en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, pues su vínculo no es de naturaleza 
laboral, sino administrativa, en virtud de que los militares, marinos, personal del servicio exterior, 
agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales se rigen por sus 
propias leyes, régimen que excluye el derecho de estabilidad laboral. En ese tipo de vínculos el 
Estado no actúa como patrón sino como autoridad, lo que constituye un apartado especial por virtud 
de las características inherentes a las funciones a cargo de la Secretaría de Marina cuyo óptimo 
funcionamiento exige el apego a una disciplina rígida, una estricta organización jerárquica, así como 
una constante vigilancia y una disposición de los cargos y servidores públicos en razón de las 
necesidades que se susciten, las cuales son esenciales y sensibles en relación con la propia vigencia 
del Estado Mexicano. Además, la norma legal aludida no atenta contra el principio de igualdad, pues 
el régimen propio de la milicia auxiliar se refiere a un esquema jurídico enteramente diverso 
respecto de las otras categorías pertenecientes a la milicia permanente de la Secretaría de Marina, 
en tanto las condiciones de acceso y permanencia son diametralmente opuestas entre uno y otro, 
en la medida que el acceso a las diversas categorías superiores no se rige por un acuerdo de 
voluntades, sino por el desarrollo de una carrera profesional que supone la asistencia y aprobación 
de diversos cursos, así como de un mayor grado de responsabilidad vinculado a un ejercicio de 
autoridad en el mando militar de la Armada de México. 
 
SEGUNDA SALA. 
 
Amparo en revisión 375/2021. René Iván Magallanes Hernández. 16 de febrero de 2022. Cinco votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez 
Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Roberto Negrete 
Romero. 
 
Tesis de jurisprudencia 21/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión privada de seis de abril de dos mil veintidós. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2022 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de abril de 2022, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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